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Inspección de Tributos dirigirá una solicitud debida-
mente justificada que comprenda los motivos que
aconsejan el requerimiento directo a la entidad, así
como la procedencia, en su caso, de no notificar
dicho requerimiento al obligado tributario.

TÍTULO VI

Del procedimiento sancionador

 Artículo 38. Procedimiento sancionador

1. El procedimiento sancionador se regulará por
las normas establecidas en el Título IV de la Ley 58/
2003, General Tributaria, en el Capítulo III del Real
Decreto 2063/2004, por el que se aprueba el Regla-
mento General del Régimen Sancionador Tributario
y en su defecto por las normas reguladoras del
procedimiento sancionador en materia administrati-
va.

2. En los procedimientos sancionadores no ini-
ciados como consecuencia de un procedimiento
inspector, el órgano competente para iniciar y trami-
tar el procedimiento será el Jefe de Inspección de
Tributos. La competencia para resolver corresponde-
rá al Director General de Hacienda-Intervención.

Artículo 39. Procedimiento sancionador derivado
de un procedimiento de inspección

1. Los procedimientos sancionadores derivados
de un procedimiento inspector se iniciarán de oficio
por el funcionario que hubiera desarrollado la actua-
ción de comprobación e investigación, salvo que el
Director General de Hacienda-Intervención designe
otro diferente. En todo caso, el inicio del procedi-
miento sancionador requerirá autorización previa del
Director General de Hacienda-Intervención, que po-
drá ser concedida en cualquier momento del proce-
dimiento de comprobación e investigación o una vez
finalizado éste, antes del transcurso del plazo máxi-
mo establecido en el artículo 209 de la Ley 58/2003,
General Tributaria.

2. Se iniciarán tantos procedimientos sanciona-
dores como actas de inspección se hayan incoado,
sin perjuicio de los que hayan de iniciarse por las
conductas constitutivas de infracción puestas de
manifiesto durante el procedimiento inspector y que
no impliquen liquidación.

3. La instrucción del procedimiento podrá enco-
mendarse por el Director General de Hacienda-
Intervención al funcionario competente para acordar
el inicio o a otro diferente, en función de las necesi-

dades del servicio o de las circunstancias del
caso.

4. Concluidos los actos de instrucción, se
formulará propuesta de resolución que será notifi-
cada al interesado, concediéndole un plazo de 15
días para la puesta de manifiesto del expediente y
para que alegue cuando considere conveniente y
presente los documentos y pruebas que estime
oportunas.

Con ocasión del trámite de alegaciones, el
interesado podrá manifestar de forma expresa su
conformidad o disconformidad con la propuesta de
resolución, de acuerdo y con los efectos previstos
en los apartados 4, 5 y 6 del artículo 25 del Real
Decreto 2063/2004, por el que se aprueba el
Reglamento General del Régimen Sancionador
Tributario.

En el supuesto de tramitación abreviada previs-
to en el artículo 210.5 de la Ley 58/2003, General
Tributaria, la propuesta de resolución se incorpora-
rá al acuerdo de iniciación del procedimiento.

5. El órgano competente para dictar el acto
resolutorio del procedimiento sancionador será el
Director General de Hacienda-Intervención.

6. El procedimiento sancionador deberá con-
cluir en el plazo máximo de seis meses contados
desde la notificación de la comunicación de inicio
del procedimiento. El vencimiento de dicho plazo
sin que se haya notificado resolución expresa
producirá la caducidad del procedimiento. Dicha
caducidad impedirá la iniciación de un nuevo pro-
cedimiento sancionador.

7. Contra las resoluciones dictadas se podrá
interponer el recurso de reposición previo al con-
tencioso administrativo, que se regula en el artícu-
lo 14.2 del Real Decreto Legislativo 2/2004, por el
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley
Reguladora de Haciendas Locales, en relación con
el artículo 108 de la Ley 7/1985, de Bases de
Régimen Local, en el plazo de un mes a contar
desde el día siguiente a su notificación ante el
mismo órgano que la dictó.

Contra la desestimación expresa o presunta del
recurso de reposición referido, se podrá interponer
recurso contencioso administrativo, con arreglo a
lo señalado en la Ley 29/1998, reguladora de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa.


